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León,  Guanajuato, a 13 trece de julio del año 2016 dos mil dieciséis. . . . . . . 
V I S T O para resolver el expediente número 453/2013-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta …, en contra de la DIRECTORA DE IMPUESTOS INMOBILIARIOS y del TESORERO MUNICIPAL, ambos de León, Guanajuato; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O:

Precisión y existencia de los actos impugnados.
TERCERO.-  Que  analizando de  manera  integral la demanda y sus anexos 
se desprende que la parte actora impugna los siguientes actos: el oficio …, emitido por la Directora de Impuestos Inmobiliarios, a través del cual le manifiesta a la parte actora  que no se actualiza el supuesto jurídico previsto en el artículo 264, inciso c), de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato; y, el cobro del impuesto predial …. Y, la existencia de los actos impugnados se encuentra acreditada en autos de esta causa administrativa, la del primero con el original del referido oficio y la del segundo acto con el Estado de Cuenta del Impuesto Predial del año 2013 dos mil trece, … . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Causales de improcedencia y sobreseimiento.
CUARTO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 y 262 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo del proceso, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia y de sobreseimiento previstas en estos artículos, respectivamente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La Directora de Impuestos Inmobiliarios en el capítulo denominado “contestación a los conceptos de agravio” del escrito de contestación de la demandada, alega el consentimiento tácito del acto impugnado consistente en la respuesta de negativa del pago de la cuota mínima, dada a través del oficio …, emitido por la Directora de Impuestos Inmobiliarios, esto es, no se impugnó en tiempo y forma dicho acto; ahora bien, tomando en consideración el sentido de esta argumentación, se procede al estudio de la causal de improcedencia prevista en el artículo 261, fracción IV, del referido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa. Causal de improcedencia que NO SE ACTUALIZA, en virtud de que según se desprende de autos, la parte actora presentó la demanda dentro del término legal de 30 treinta días hábiles, establecido en el artículo 263, primer párrafo, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; lo anterior es así, ya que se expresa en la demanda, que este acto impugnado fue notificado el 04 cuatro de julio del año 2013 dos mil trece, fecha que coincide con lo señalado por la autoridad en su escrito de contestación de demanda; de esta manera, la notificación de este acto combatido surtió sus efectos el día viernes 05 cinco de ese mes y empezó a computarse el lunes 8 ocho, continuando el martes 9 nueve, miércoles 10, jueves 11 once, viernes 12 doce, lunes 15 quince, martes 16, dieciséis, miércoles 17 diecisiete, jueves   18 dieciocho, viernes 19 diecinueve, y miércoles 31 treinta y uno del mes de julio; jueves   1° primero, viernes 02 dos, lunes 05 cinco, martes 06 seis, miércoles 07 siete, jueves 08 ocho, viernes 09 nueve, lunes  12 doce, martes 13 trece, miércoles 14 catorce, jueves 15 quince y viernes 16 dieciséis, lunes 19 diecinueve, martes 20 veinte, miércoles 21 veintiuno, jueves 22 veintidós, viernes 23 veintitrés, lunes 26 veintiséis, martes 27 veintisiete, miércoles 28 veintiocho de agosto, ambos meses del año 2013 dos mil trece; sin contar los días sábados y domingos, ni las vacaciones del personal del juzgado que comprende del  en este periodo lunes 22 veintidós al martes 30 treinta de julio, por tanto, el último día hábil para presentar la demanda respecto a este acto, lo fue día miércoles 28 veintiocho de agosto del año 2013 dos mil trece y la demanda se presentó el día jueves  31 treinta y uno del mismo mes y año . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
A su vez, el Juzgador de los autos, conforme a lo estipulado por el artículo 261, último párrafo, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, de oficio determina que respecto del cobro del impuesto predial …, SE CONFIGURA la causal de improcedencia prevista en la fracción IV del mismo precepto legal, por consentimiento tácito del referido acto fiscal, virtud de que la parte actora en el primer párrafo del punto 1 uno de hechos de la demanda, expresa textualmente: “Sin precisar la fecha exacta pero siendo durante el primer mes del año en curso recibí en el domicilio … el recibo  de pago … De lo anterior, se desprende que el representante de la Persona Moral actora tuvo conocimiento del crédito fiscal que se le cobra a su representada desde el mes de enero del año 2013 dos mil trece, es así que, tomando en cuenta la fecha de presentación de la demanda, ésta se encuentra presentada fuera el término legal de 30 treinta días, contemplado en el artículo 263, primer párrafo, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, ya que dicho plazo empieza a computarse a partir del viernes 1° primero de febrero, continuando el martes 05 cinco, miércoles 06 seis, jueves 07 siete, viernes 08 ocho, lunes 11 once, martes 12 doce, miércoles 13 trece, jueves 14 catorce, viernes 15 quince, lunes 18 dieciocho, martes 19 diecinueve, miércoles 20 veinte, jueves 21 veintiuno, viernes 22 veintidós, lunes  25 veinticinco, martes 26 veintiséis, miércoles 27 veintisiete, jueves 28 veintiocho de febrero; viernes 1° primero, lunes 04 cuatro, martes 05 cinco, miércoles 06 seis, jueves 07 siete, viernes 08 ocho, lunes 11 once, martes 12 doce, miércoles 13 trece, jueves 14 catorce, viernes 15 quince de marzo, ambos meses del año 2013 dos mil trece; sin contar los días lunes 04 cuatro de febrero, sábados y domingos en este periodo, por tanto, el último día hábil para presentar la demanda respecto a este acto, lo fue  día viernes 15 quince de marzo de aquel año, siendo que se presentó hasta el día miércoles 31 treinta y uno de julio del 2013 dos mil trece, en tal virtud resulta evidente que se consintió este acto impugnado, por lo que se actualiza la causal de improcedencia contemplada en la  fracción IV del artículo 261 del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, por ende, lo procedente es sobreseer el proceso sólo respecto del cobro del impuesto predial del año 2013 dos mil trece. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
La Directora de Impuestos Inmobiliarios en la contestación de la demanda, además opone las siguientes excepciones y defensas: . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . 

La excepción derivada de los artículos 137 y 138 del referido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, toda vez que el acto impugnado reúne los requisitos de existencia y validez; al respecto cabe mencionar, que de los argumentos podemos desprender una defensa, en el sentido de que los actos tildados de ilegales reúnen los elementos y requisitos de validez, aspectos que se analizarán al momento de determinar la legalidad o ilegalidad de la resolución fiscal combatida. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
La falta de acción y carencia de derecho para efectos de este proceso se estima que es lo mismo la carencia de acción y la carencia de interés jurídico, de ahí resulta, que a diferencia de las controversias en derecho privado, conforme a la técnica jurídica del proceso contencioso administrativo, la falta de acción no es posible analizarla como excepción, sino que debe abordarse como causal de improcedencia por carencia de interés jurídico, siendo lo anterior así, en la especie se determina que la parte actora si cuenta con interés jurídico para impugnar los actos fiscales que nos ocupan, toda vez que se encuentra dirigida hacia su persona y como destinataria de la misma esta en aptitud de intentar la presente demanda, por ende, no se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción I del artículo 261 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa. . . . .  . . . . 

La excepción Non Mutati Libeli, para el efecto de que desahogada la etapa de contestación a la demanda, las posibles modificaciones o ampliaciones de demanda, no sean consideradas, se estima que esta excepción no opera en el proceso administrativo, en razón de que cuando se actualiza alguna de las hipótesis jurídicas contempladas por el artículo 284 del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, el juzgador se encuentra constreñido a conceder y respetar el derecho de ampliar la demanda, pues de no hacerlo así, incurrirá en una violación de naturaleza procesal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De autos se advierte que no se actualiza ninguna otra causal de las previstas en el citado artículo 261 y que no se configura ninguna otra causal de sobreseimiento de las establecidas en el mencionado artículo 262, en el siguiente considerando, por lo que se procede al estudio de los conceptos de impugnación esgrimidos en la demanda. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Incompetencia de la autoridad demandada

QUINTO.- Que conforme a lo establecido por el artículo 302, último párrafo, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, la incompetencia de las autoridades administrativas o fiscales, es una cuestión de orden público y el juzgador debe abordarla de oficio; por ende, con las facultades que le confiere el último párrafo de este numeral, se determina que de acuerdo a los artículos de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato y del Reglamento Interior de la Administración Pública Municipal de León, Guanajuato, invocados como fundamento legal en el acto impugnado, la Directora de Impuestos Inmobiliarios carece de competencia para declarar que no se actualiza el supuesto jurídico previsto en el artículo 264, inciso c), de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, que consta en el oficio …, en mérito de las siguientes razones: . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . 
En principio, cabe mencionar que la competencia no se presume, sino que la autoridad demandada en el acto impugnado, debe fundarla en derecho; entendiéndose por esto, que tiene que señalar el Ordenamiento Legal, el precepto jurídico, la fracción, el inciso o el párrafo, que le concede la atribución para otorgar o negar el beneficio del pago bajo la cuota mínima del impuesto predial. . . . .  . . . . . 

En segundo lugar, realizando un análisis del texto del oficio que contiene el acto impugnado, se advierte que la autoridad demandada determina que respecto a la persona moral impetrante no se actualiza el supuesto jurídico previsto en el artículo 264, inciso c), de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, en otra palabras, le niega el beneficio de tributar bajo la cuota mínima, apoyando su competencia o atribuciones en los artículos 15, inciso D) y 16 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato y 15 fracción VIII, 66 y 67 B, fracción VIII del Reglamento Interior de la Administración Pública Municipal de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Sin embargo, ninguno de estos numerales le conceden atribuciones a la Directora de Impuestos Inmobiliarios adscrita a la Dirección General de Ingresos de la Tesorería Municipal, para emitir el acto combatido; lo anterior es de esa manera, toda vez que el artículo 15, inciso D) de la aludida Ley de Hacienda, contempla de manera general las autoridades fiscales municipales, pero no establece las atribuciones de cada una de las Dependencias adscritas a la Tesorería Municipal y el artículo 16 autoriza la delegación de facultades de las autoridades fiscales Municipales; de modo que concretamente en el Título Segundo denominado “De la Administración Pública Municipal Centralizada”, Capítulo Cuarto llamado “Tesorería Municipal”, del aludido Reglamento Interior de la Administración Pública Municipal, se da esa delegación de facultades, ya que se establecen y distribuyen las atribuciones de cada una de las Direcciones de la Tesorería Municipal y de manera específica en la Sección Quinta denominada “De la Dirección General de Ingresos”, se regula la integración y facultades de cada Dirección de su adscripción. . . .  . . . . . 
De esta manera, el artículo 66 del mismo Reglamento Interior, le confiere a la Dirección General de Ingresos atribuciones para planear, apoyar, coordinar y supervisar el trabajo de las siguientes Direcciones de Área: Dirección de Ejecución, Dirección de Recaudación, Dirección de Catastro Municipal y Dirección de Impuestos Inmobiliarios; de ahí resulta que la Dirección de Impuestos Inmobiliarios, se encuentra adscrita a la Dirección General de Ingresos y el marco de actuación de la Dependencia demandada, se regula por el artículo 67 B, ya que establece sus facultades, pero conforme a lo señalado por su fracción VIII, sus atribuciones se limitan a examinar y proponer alternativas de solución a la Dirección General de Ingresos sobre la resolución de consultas planteadas por los contribuyentes respecto a la aplicación de las disposiciones fiscales, en términos del artículo 18 de la multireferida Ley de Hacienda; fracción que establece: “VIII.- Examinar y proponer alternativas de solución al Director General a efecto de dictar resolución sobre las consultas que formulen los contribuyentes y las distintas Dependencias municipales, estatales y federales correspondientes a las situaciones reales y concretas sobre la aplicación de las disposiciones fiscales; y,”. . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Como puede observarse, ninguna de las disposiciones legales expresadas como fundamento legal le conceda a la Directora de Impuestos Inmobiliarios la facultad para emitir la negativa del beneficio de tributar bajo la cuota mínima, en términos del artículo 264, inciso c), de la pluricitada Ley de Hacienda para los Municipios, de este modo, en la especie, únicamente se justifica que la fracción VIII del artículo 67 B, del aludido Reglamento Interior, sólo le concede a la demandada atribuciones para examinar y proponer alternativas de solución a la Dirección General de Ingresos sobre la solución de consultas realizadas por los contribuyentes sobre la aplicación de las disposiciones fiscales, pero no la faculta para llevar cabo la aplicación de disposiciones de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato; siendo el caso que en el oficio impugnado formalmente la autoridad demandada está aplicando el artículo 264, inciso c), de la propia Ley de Hacienda para los Municipios, al negar a la persona moral impetrante el beneficio de tributar bajo la cuota mínima, dado que al señalar que no se actualiza la hipótesis jurídica contemplada en el citado numeral, jurídicamente está realizando un acto de aplicación de la referida norma. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Siendo lo anterior así y haciendo un minucioso análisis de los artículos 15, inciso C) y 164, párrafos tercero y último, de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, se concluye que la atribución para emitir el acto tildado de ilegal, se encuentra reservada al Tesorero Municipal, numerales que en lo conducente establecen: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“Artículo 15.- Son autoridades fiscales para los efectos de esta ley y demás disposiciones vigentes, las siguientes:

C) Los Tesoreros Municipales.”

“Artículo 164.-  . . .
Asimismo, tributarán bajo la cuota mínima los bienes inmuebles que se encuentren en los siguientes supuestos:

A)  . . .
B)  . . .

C)  . . .

D)  . . . 

E)  . . .


. . .

La solicitud con sus anexos, deberá presentarse a la Tesorería Municipal correspondiente, la que una vez analizada la misma, emitirá el dictamen respectivo; en todo caso, la cuota mínima surtirá sus efectos a partir del siguiente bimestre al en que se haya presentado la solicitud.”

De este modo, corresponde al Tesorero Municipal resolver la petición del beneficio de tributar bajo la cuota mínima el impuesto predial, y a pesar de ello, la Directora de Impuestos Inmobiliarios, la resolvió, sin justificación legal alguna, ya que la autoridad demandada trata de fundar su actuar, en el propio oficio impugnado, invocando una instrucción del Tesorero Municipal y supuestos normativos, sin embargo,  no se justifica la competencia, toda vez que en principio se encuentra se encuentra reservada a esta última autoridad, conforme a lo dispuesto en el último párrafo del artículo 164 de la pluricitada Ley de Hacienda y para que un órgano administrativo diverso a la autoridad facultada esté en aptitud de ejercer las atribuciones o funciones que tiene encomendada otra autoridad, es menester que exista la delegación de esa facultad, ya sea a través del Reglamento Interior de la Administración Pública Municipal de León, Guanajuato, o bien, de algún Acuerdo Administrativo, y al no existir esa delegación, la autoridad demandada carece de competencia para emitir el acto a debate. . . . . . . .  . . . . . . . . 
Abundando en el razonamiento anterior, cabe mencionar que la autoridad demandada en el primer párrafo del oficio impugnado señala: “…aprovecho para dar contestación al oficio … emitido por la Tesorería Municipal en el cual instruye a esta Dirección General de Ingresos a que analice conforme nuestras atribuciones el asunto relativo a la aplicación de cuota mínima respecto al inmueble ubicado en … …”, de ahí no se pude desprender que esta instrucción implique una delegación de facultades a favor de la Dirección de Impuestos Inmobiliarios, en razón de que la instrucción a la Dirección General de Ingresos, va dirigida en el sentido de actuar conforme a sus propias atribuciones y no va enderezada a la Dirección de Impuestos Inmobiliarios; amén de que esa delegación debió haberse otorgado mediante acuerdo administrativo debidamente publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Guanajuato, el que es indispensable, para que en su  caso, la parte  impetrante esté en condiciones de impugnar el acto respecto a la competencia y si está o no ajustado a derecho. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
De lo expuesto, se sigue que la Directora de Impuestos Inmobiliarios carece de facultades para emitir el oficio …, a través del cual le niega a la parte actora el beneficio de tributar bajo la cuota mínima, en términos del artículo 264, inciso c), de la pluricitada Ley de Hacienda para los Municipios, por ende, el acto fiscal a debate, no cumple con el elemento de validez del acto administrativo previsto en la fracción I del artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por lo que se configura la causal de ilegalidad prevista en la fracción I del artículo 302 del propio Código, al haberse expedido por una autoridad incompetente, lo que trae consigo su ilegalidad, vulnerándose en perjuicio de la parte actora el principio de legalidad previsto en el artículo 4º, primer párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; por consiguiente, conforme a lo mencionado y además con fundamento en los artículos 300, fracción III, del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, es procedente declarar la nulidad oficio …, suscrito …, por la Directora de Impuestos Inmobiliarios y dirigido al ahora actor; y, dicha nulidad es para el efecto de que se remita al Tesorero Municipal, el escrito …, suscrito por el  representante legal de la persona moral actora, presentado …, para que éste como autoridad competente conteste de manera fundada y motivada la solicitud de tributar bajo la cuota mínima. . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos 243 párrafo segundo y 244 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 287, 298, 299, 300 fracciones III y 302 fracción I, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SEGUNDO.- Se declara el SOBRESEIMIENTO DEL PROCESO en cuanto del cobro del impuesto predial del inmueble… lo anterior, por las razones expuestas en el considerando cuarto de este fallo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
TERCERO.- Se declara la NULIDAD de oficio … suscrito … por la Directora de Impuestos Inmobiliarios y dirigido a la parte actora; y, dicha nulidad es para el efecto de que se remita al Tesorero Municipal, el escrito …, suscrito por el  representante legal de la persona moral actora, …para que éste como autoridad competente conteste de manera fundada y motivada la solicitud de tributar bajo la cuota mínima. Lo anterior, por las razones lógicas y jurídicas expresadas en el quinto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Así lo resolvió y firma, … el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ, Secretaria de Estudio y Cuenta.- que da fe. . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
